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1.- VISTOS 

Ha llegado el expediente de tutela que en primera instancia culminó con sentencia parcialmente favorable a la accionante GLORIA PIEDAD TRIVIÑO BURGOS, proveído emitido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira el pasado trece (13) de diciembre de 2004 y donde figura como accionado el Instituto de los Seguros Sociales.

2.- SOLICITUD  

Narró la accionante que el día veintinueve (29) de marzo de 2004 elevó petición de pensión de sobrevivientes ante el ISS (por razón de la muerte de la persona con la que convivió por espacio de 42 años, señor MARTÍN EMILIO ARROYAVE MORA). 

Desde ese momento no volvió a saber nada del asunto, lo que constituye un grave atentado a sus derechos pues es una mujer de setenta (70) años de edad sin ningún tipo de ingresos.

Como quiera que su mínimo vital justifica la procedencia de la tutela como mecanismo transitorio, solicita el amparo correspondiente y el pago de la pensión deprecada. 

3.- FALLO

La funcionaria judicial de instancia, luego de una referencia importante a los principios que ilustran la acción constitucional de tutela, consideró improcedente el amparo en cuanto a la concesión de la prestación de sobrevivientes, habida cuenta que el Instituto de los Seguros Sociales certificó que al trámite pensional acudió otra persona que también convivió con el ciudadano fallecido, lo que obliga, en los términos del decreto 758 de 1990, a presentarse ante el Juez ordinario para dirimir la controversia. Ante la inexistencia de elementos de juicio suficientes, el juez de amparo no puede actuar. 

No obstante, consideró que sí se debe tutelar el derecho de petición, porque el ISS no ha dado respuesta formal a la petición elevada. Concedió un plazo de cuarenta y ocho (48) horas para informar la situación. 

4.- IMPUGNACIÓN

Sin presentar una sustentación formal, la señora accionante acude a la segunda instancia para manifestar su inconformidad con el fallo citado. 

5.- SE CONSIDERA
5.1. No obstante la falta de sustentación, es sabido que la segunda instancia en materia de tutelas procede con la mera manifestación expresa por parte del inconforme. Razón de más para que la Sala deba profundizar en todos los factores que incidieron en la presentación de la solicitud, con mayor detalle incluso que frente a una sustentación concreta.

5.2. En primer lugar, es preciso decir que si bien la Jurisprudencia Constitucional, en algún momento manifestó que no estaba dentro de las potestades de los jueces de tutela orientar el contenido de las decisiones administrativas, dicha tesis ha sido desestimada por recientes fallos que han depurado el sentido y los alcances de la protección de los derechos fundamentales. 

En efecto, son múltiples los pronunciamientos que han abierto las puertas a órdenes de carácter administrativo provisionales (como la pretendida por la parte accionante) a través de la acción de tutela, pero este proceder sólo es posible cuando es evidente  la violación a un derecho superior y cuando de manera ostensible se deduce -de los elementos probatorios- que el interesado en verdad adquirió el derecho a la prestación reclamada.

En el sub examine, obra constancia de que doña GLORIA TRIVIÑO BURGOS compartió gran parte de su vida con el ciudadano MARTÍN EMILIO ARROYAVE MORA, sin embargo, al trámite pensional acudió otra ciudadana que alegó igual condición. 

Con este oscuro panorama, no puede la Sala bajo ningún fundamento (ni siquiera con el de la avanzada edad de doña GLORIA), ordenar el pago de una pensión cuyo derecho no está acreditado; de hacerlo estaría de manera injustificada pretermitiendo el agotamiento de instancias ordinarias imprescindibles por tratarse de un acto complejo. 

Por otro lado, la pensión de sobrevivientes, como en múltiples ocasiones lo ha señalado la Honorable Corte Constitucional, “(...) busca impedir que, ocurrida la muerte de una persona quienes dependían de ella se vean obligados a soportar individualmente las cargas materiales y espirituales de su fallecimiento”
. Esto recalca la necesidad de establecer quienes eran los beneficiarios del occiso, aspecto que no puede dilucidarse por medio de esta acción porque requiere unos emplazamientos públicos imposibles de obviar y de realizar en el corto plazo establecido para el trámite de tutela.  

En ese orden de ideas, dada la concurrencia de personas interesadas, encuentra esta Colegiatura que el amparo impetrado en cuanto a la concesión de la pensión, deviene improcedente como bien lo entendió el a quo y por ello se impone la confirmación del proveído revisado.

6.- DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la decisión de tutela que ha sido objeto de revisión. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� Cfr. T-190/93, T-553/94, C-389/96, T-089/99
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